
		
			[image: El-embargo-de-los-esclavos_Portada-EPUB.png]
		

	
		
			[image: ]

		

	
		
		

	
		
			Catalogación en la publicación – Biblioteca Nacional de Colombia

			Meneses Muro, María Elena

			El embargo de los esclavos : movilidad, espacios y trabajo durante la Guerra de los Diez Años en Cuba / María Elena Meneses Muro. -- 1a ed. -- Santa Marta : Universidad del Magdalena, 2021.

			(Humanidades y Artes. Historia)

			Incluye datos de la autora en la pasta. -- Contiene bibliografía. -- Premio de Investigación Histórica de la Academia de la Historia de Cuba, 2017.

			ISBN 978-958-746-409-2 (impreso) -- 978-958-746-410-8 (pdf) -- 978-958-746-411-5 (epub)

			1. Esclavos - Historia - Cuba 2. Cuba – Historia - Guerra de los diez años, 1868-1878 I. Título II. Serie

			CDD: 972.9105 ed. 23

			CO-BoBN– a1081156

			Primera edición, agosto de 2021

			2021 © Universidad del Magdalena. Derechos Reservados.

			Editorial Unimagdalena

			Carrera 32 n.o 22-08

			Edificio de Innovación y Emprendimiento

			(57 - 605) 4381000 Ext. 1888

			Santa Marta D.T.C.H. - Colombia

			editorial@unimagdalena.edu.co

			https://editorial.unimagdalena.edu.co/

			Colección Humanidades y Artes, serie: Historia

			Rector: Pablo Vera Salazar

			Vicerrector de Investigación: Jorge Enrique Elías-Caro

			Coordinador de Publicaciones y Fomento Editorial: Jorge Mario Ortega Iglesias

			Diseño de Editorial: Luis Felipe Marquez Lora

			Diagramación: Eduard Hernández Rodríguez

			Diseño de portada: Andrés Felipe Moreno Toro

			Corrección de estilo: Diva Marcela Piamba Tulcan

			Santa Marta, Colombia, 2021

			ISBN: 978-958-746-409-2 (impreso)

			ISBN: 978-958-746-410-8 (pdf)

			ISBN: 978-958-746-411-5 (epub)

			DOI: 10.21676/9789587464092

			Hecho en Colombia - Made in Colombia

			Este libro se inserta en el proyecto europeo Connected Worlds: The Caribbean, Origin of Modern World. This project has received funding from the European Union´s Horizon 2020 research and innovation programme under the Marie Sklodowska Curie grant agreement Nº 823846. This project is directed by professor Consuelo Naranjo Orovio, Institute of History-CSIC.

			El contenido de esta obra está protegido por las leyes y tratados internacionales en materia de Derecho de Autor. Queda prohibida su reproducción total o parcial por cualquier medio impreso o digital conocido o por conocer. Queda prohibida la comunicación pública por cualquier medio, inclusive a través de redes digitales, sin contar con la previa y expresa autorización de la Universidad del Magdalena.

			Las opiniones expresadas en esta obra son responsabilidad de los autores y no compromete al pensamiento institucional de la Universidad del Magdalena, ni genera responsabilidad frente a terceros..

		

	
		
			
Dedicatoria

			A Esperanza Muro García (Tita), In memoriam

			Mira, tía, esta sorpresa que es tuya también, por tu amor y compromiso infinitos con la historia patria.

		

	
		
			
Agradecimientos

			No logro recordar cuál fue el día exacto de aquel verano del 2016 en el que comenzó este viaje al pasado. Entonces yo destinaba mis horas de archivo a localizar información sobre el movimiento de grupos de esclavos que en un período relativamente corto habían prestado servicios en el Ejército de Operaciones, en las filas del mambisado y algunos campos de caña de manufacturas azucareras situadas en la región centro oriental de Cuba durante la primera insurgencia anticolonialista. Fue en el transcurso de la lectura de decenas de manuscritos cuando apareció un listado que contenía los nombres y apellidos de 105 esclavos embargados al prócer bayamés Francisco Vicente Aguilera. Anexo al documento, un pequeño recorte de papel indicaba que, por orden del Consejo Administrativo de Bienes Embargados, parte de ellos debía trasladarse a La Habana para luego ser resituados en la actividad agro-industrial del Occidente. Intenté rastrear entonces en mi memoria en busca de referentes que arrojaran luces, al menos de forma tentativa, sobre el significado del término y su implicación en el desplazamiento y los destinos laborales de la población sujeta a dicho régimen.

			Recuerdo el asombro, las interrogantes y haber mudado de puesto en la sala de lectura del Archivo Nacional de Cuba, como quien procura acercarse a esas zonas de silencio en las que se empiezan a descubrir vidas y acciones pasadas. La mayoría de los vestigios, con su halo de misterio, los encontré —algunos los viví— en el fondo Bienes Embargados. Dentro de cada gaveta cientos de expedientes afloraron, al tiempo que se multiplicaron los colegas, especialistas y amigos, devenidos cómplices de la aventura. A todos les dedico estas páginas, a sabiendas de que, sin ellos, las siguientes no hubieran sido posibles.

			Al colectivo de la sala de lectura del Archivo Nacional de Cuba, mi segundo hogar. El agradecimiento especial a Julio Vargas, Niurbis Ferrer y Enis Pérez por recibir los interminables pedidos con esmerada atención. A Elizabeth Calvo, por las fotografías que realizó.

			A los colegas del Instituto de Historia de Cuba, por las miradas aportadas desde sus perfiles de trabajo y a los profesionales de su biblioteca. Mi gratitud al entonces presidente René González Barrios por el apoyo y la confianza depositada en mí. A Lourdes Ortega debo la digitalización de documentos de archivo en los momentos finales del trabajo. José María Camero aportó sus conocimientos como cartógrafo y reprodujo con esmero los planos originales desvencijados por el tiempo. Daisy Nogueira y Zailin Pérez, por quienes siento un profundo afecto, fueron sostén emocional.

			A los profesores de la Maestría en Estudios Interdisciplinarios sobre América Latina, el Caribe y Cuba de la Universidad de La Habana y a mi querido profesor Edelberto Leiva Lajara, que me acompañó una vez más como tutor de tesis.

			A la Academia de la Historia de Cuba, por el reconocimiento al proyecto de libro en el 2017 y la ayuda financiera para desarrollar la investigación.

			Al proyecto Connected Worlds: The Caribbean, Origin of the Modern World del Instituto de Historia del CSIC en Madrid y al colectivo de la editorial Unimagdalena en Santa Marta, Colombia. Especial mención para Consuelo Naranjo Orovio y Jorge Elías Caro por la posibilidad de publicar los resultados del estudio en forma de libro y alentar el proceso de edición.

			Durante estos años tuve el privilegio de conocer e intercambiar con un número amplio de personas generosas y amigos que compartieron su tiempo, sus conocimientos, experiencias y libros.

			Con Aisnara Perera, María de los Ángeles Meriño, José Abreu Cardet, Rebecca J. Scott y José Antonio Piqueras sostuve los primeros intercambios. La lectura crítica de la versión inicial del proyecto de investigación sirvió de guía para replantear o sostener argumentos; algunos de los cuales, a modo de acercamientos iniciales, aparecieron en publicaciones. A Mildred de la Torre y Alejandro de la Fuente les debo esas oportunidades.

			Oilda Hevia, Yolanda Díaz y Miriam Herrera (Misi) fueron cómplices en la evolución del estudio. Sus observaciones e interrogantes sobre los capítulos del manuscrito me llevaron a profundizar en tópicos centrales. Gracias por acudir ante cada llamado y estimular con los criterios.

			Contar con la lectura rigurosa y la dedicación de María del Carmen Barcia fue de inestimable valor. Sus consideraciones y sugerencias perfilaron el contenido final. Mi gratitud por ser ejemplo e inspiración.

			El reconocimiento también es para Mercedes García, Marial Iglesias, Gerardo Cabrera, Rolando Misa, Oscar Zanetti y Gema Desireé Cristóbal, quienes compartieron conmigo ideas y análisis derivados de fructíferos intercambios en eventos o jornadas de trabajo en el Archivo Nacional.

			Recuerdo de forma especial a los amigos que me acompañan desde los años en que cursé la Licenciatura en Historia en la Universidad de La Habana. Algunos de ellos escucharon las primeras ideas expuestas. En particular, agradezco a Fabio Fernández, Reinier Borrego y David Domínguez que localizaron e intercambiaron información y textos de interés. A Alejandro Fernández, por obsequiarme volúmenes valiosos.

			Y claro que este viaje hubiera sido más escabroso sin el sostén y el impulso de la familia y los seres queridos, entre ellos Álvaro Verdes (el hermano). A mis padres María Elena Muro y Ángel E. Meneses debo el amor por la lectura y la voluntad de superación. Quisiera que con este libro pueda retribuir en algo la entrega incondicional de mi madre y su desvelo.

			A Yoel Cordoví, con quien comparto la pasión por el oficio y la vida. El lector fiel de estas páginas y de las que quedaron en el camino. Gracias por escucharme hablar una y otra vez… y otra vez sobre los mismos temas.

			Este estudio se dedica a Esperanza Muro. Mi tía no pudo leer lo que aquí escribí, pero es el referente más entrañable de mujer historiadora. Conservo sus libros con apuntes en tinta roja y sus consejos de profesión y vida.

		

	
		
			
El inicio

			El creciente interés por el estudio de las problemáticas asociadas a la esclavitud de hombres y mujeres de origen africano constituye elemento distintivo de la producción historiográfica sobre Cuba en los últimos decenios. En un país de inmigración y, aún más, de esclavitud —como lo define el historiador Oscar Zanetti Lecuona (2005, p. 60)—, las preocupaciones en modo alguno no son fortuitas ni de reciente data. Desde diversos campos disciplinares —historia, sociología, etnología, antropología, demografía histórica y economía— investigadores e interesados en la temática plantearon problemas esenciales del fenómeno esclavista a lo largo de la vigésima centuria.

			En la memoria histórica, reconstruida sobre el accionar de hombres blancos e ilustrados, se integraron nuevos rostros y colores desde los acercamientos pioneros de Fernando Ortiz, Juan Pérez de la Riva, Pedro Deschamps Chapeaux y José Luciano Franco, para quienes la presencia africana fue un factor indispensable en la comprensión del universo cultural que integró y conformó “lo cubano”: ese complejo ensamblaje de procesos históricos donde discurrían no solo los hacedores de grandes acontecimientos, sino también la gente sin historia.

			Pese a los avances en determinadas áreas del conocimiento de la esclavitud durante la primera revolución independentista, que incluyen la dimensión social de ese fenómeno, quedan aún parcelas del conocimiento por dilucidar o explorar a profundidad. Las líneas de estudio pudieran ser múltiples. Y es que, en ese escenario de combates, de ideales y forja de proyectos de nación, o de la familia mambisa que tuerce el camino del hogar, los esclavos no solo fueron piezas integrantes de las fuerzas contendientes, sino también protagonistas que supieron transformar su realidad personal en el marco de una conflagración de incidencias económicas, políticas y sociales, en el que los cambios se tradujeron en niveles de movilidad y acción insospechados. Desde ambos lados del conflicto, emergieron normativas que proscribieron o regularon comportamientos y llegaron a incidir en problemáticas sensibles en la centuria decimonónica, como el derecho a la propiedad y la abolición de la esclavitud.

			Entre la prosa jurídica prescrita en el decurso de la Guerra Grande, el decreto de embargo de bienes del 20 de abril de 1869 presenta un sello singular. Centenares de individuos declarados “infidentes” fueron privados de su patrimonio en virtud del mandato del capitán general Domingo Dulce y Garay. Pero la implementación del proceder estuvo lejos de circunscribirse a los integrantes del movimiento insurgente y sus colaboradores.

			 Los reclamos y enfoques historiográficos sobre dicha temática se refieren, como generalidad, a los modos de expropiación y al impacto político económico del procedimiento de confiscación de propiedades. En un ejercicio de síntesis se pueden definir, en lo fundamental, tres áreas objeto de atención: los negocios personales establecidos al amparo de las entidades administrativas, la corrupción político-administrativa en torno a la gestión de los patrimonios expropiados, así como la impronta del proceder en la concentración y centralización de la producción y el capital y sus afectaciones en determinados grupos de la denominada burguesía esclavista industrial-comercial.

			Quizás el título de este libro suscite interrogantes en algún lector, pues, si bien al referirnos a la esclavitud pudiéramos coincidir en que se trata de un área que engrosa los catálogos con importantes exponentes dentro y fuera de Cuba, algunos conceptos y términos asoman con guiños desafiantes desde el mismo inicio: ¿qué fue el embargo de bienes en Cuba? ¿Cuáles eran los esclavos que ostentaban esa condición? ¿Cómo se estructuró e implementó la administración de la fuerza de trabajo esclava embargada por el Gobierno colonial entre 1869 y 1878? Comprensibles tales preguntas.

			En alusión a la existencia de 222 legajos que componen el fondo Bienes Embargados del Archivo Nacional de Cuba, advertida por Joaquín Llaverías en 1941, el historiador Ramiro Guerra Sánchez (1972) reclamaba la dedicación de las nuevas generaciones de historiadores a “tan importante extremo de la historia cubana” (t, p. 106). Consciente de ese imperativo, las páginas que se presentan a continuación recorren problemáticas importantes de un proceso que, sin dejar de reconocer la noción de “extremo” en la que le ubica el maestro Guerra en el decurso histórico, su alcance y trascendencia le confiere también “centralidad” en el análisis de hechos y fenómenos históricos, algunos de los cuales tendrán lugar en las décadas siguientes al conflicto.

			A lo largo del decenio insurreccional, la capitanía general de la isla retuvo unidades productivas, viviendas, comercios, acciones de empresas, bibliotecas y demás propiedades que representaban la riqueza de los individuos acusados de infidencia. Pero, ¿acaso los procedimientos podrían semejarse cuando se trataba de sujetos esclavizados?

			En esta obra me adentro en un problema que considero crucial: ¿qué aconteció con la población esclava una vez embargada? No se trata solo de advertir la existencia lógica del embargo de esclavos a sus propietarios, víctimas de las expropiaciones, sino de entender las problemáticas que generó ese proceso en lo relativo a los cambios de las formas administrativas. La política de embargo implicó en la práctica modificaciones en el modo de organizar y disponer la fuerza de trabajo esclava. Grupos de siervos de todo el país dejaron de ser administrados por particulares para pasar a manos de instituciones del Estado. En el orden político, las causales no se sostenían en los litigios financieros sin que por ello desaparecieran, sino en las circunstancias de una guerra de independencia inédita hasta ese momento. El traspaso de poderes significó la creación de instancias burocráticas para la implementación del cuerpo de leyes que demandó el acto de expropiación y una movilización jurisdiccional de centenares de dichos individuos. Resulta importante, por tanto, mostrar la complejidad que asumió un proceso donde confluyeron múltiples intereses acerca del esclavo como bien embargado.

			Es cierto que existieron esclavos embargados en establecimientos estatales en los años anteriores a la gesta de 1868. Ahora bien, el conocimiento en la gestión de este tipo de cautivos —cimarrones apresados, esclavos recluidos en depósitos por diversas acciones judiciales— tuvo su diferencia con respecto a la política instrumentada en el decurso de la década bélica. Como bien advierten Aisnara Perera y María de los Ángeles Meriño (2015, t. 1), los litigios en los juzgados habaneros y santiagueros que generaban órdenes de embargos estaban mediados como norma por causas financieras: reclamación por pesos, quiebra mercantil, ruina de un hacendado, una testamentaría dilatada, una querella verbal o un juicio criminal.

			¿Cuáles fueron las instancias encargadas de prescribir y controlar las regulaciones del embargo? ¿Qué figuras tuvieron a su cargo el diseño jurídico de la administración de las propiedades incluido el esclavo? ¿Quiénes eran los garantes de la custodia y su conservación? Estas interrogantes explican la necesidad de un primer capítulo donde es expuesta la conformación de las estructuras administrativas y sus regulaciones, así como la composición de su nómina e identificación de los principales exponentes.

			El segundo tópico se orienta a incidir en el orden conceptual, toda vez que se definen las particularidades propias de los esclavos embargados como grupo, a partir de dos preguntas cardinales: ¿cómo se asumió la posesión de los esclavos por las estructuras de gobierno durante el conflicto bélico? y ¿cuál fue la condición real del embargado?

			Por su parte, el último capítulo examina las formas administrativas adoptadas por las instancias creadas al efecto. De ahí la centralidad que ocupan en este apartado las lógicas en la organización y distribución de los conglomerados expropiados, así como sus principales espacios de recepción en las jurisdicciones del país.

			En este texto, estructuras y actores sociales convergen en el espesor de una trama histórica necesariamente compleja. Ambas esferas son partes de un mismo proceso en el que las regulaciones no se constriñen a la sumatoria de registros e instancias administrativas, sino que interactúan en una cotidianidad donde se expresan las irregularidades, los conflictos y también las estrategias de los actores involucrados en la gestión, la aplicación y la recepción de las políticas. De hecho, todo marco regulatorio lleva implícito el conocimiento de determinados comportamientos sociales que justamente necesitan ser normados.

			En tal sentido, el lector podrá conocer tanto las normativas jurídicas y las prácticas administrativas como aquellos intersticios documentales en los que se dejan escuchar las voces de los esclavos; fragmentos de historias reconstruidas que evidencian el acceso a las leyes y a sus posibles beneficios. Un universo de maniobras en las que salían a relucir estrategias que, aunque en modo alguno generalizables, posibilitan apreciar las nuevas perspectivas que se abrían, sobre todo a partir del desplazamiento hacia el occidente insular.

			Cada uno de estos perfiles se entrelazan a partir del constante diálogo con una variedad de fuentes documentales en su mayoría poco exploradas: libros de actas ordinarias de las instituciones, compendios de normativas jurídicas, inventarios de plantaciones azucareras, registros de población esclava expropiada e informes y expedientes sobre prácticas de arrendamiento y reclamaciones de esclavos, gestionados por las dependencias creadas al efecto.

			Estas páginas conforman, sobre todo, una obra de iniciación. Y como toda historia que se teje en su complejidad desde los cimientos, no se dirige a cubrir cada uno de los ángulos de estudio existentes. Es el afán de visibilizar al esclavo embargado desde el entramado singular en el que transita su existencia lo que mueve a la historiadora.

			Tenía razón Joaquín Llaverías (1941) cuando apuntaba la importancia de adentrarse en el estudio del embargo de bienes durante la Guerra Grande. Añadiría a las observaciones del sagaz académico que no se trata de la “omisión de un capítulo de tan interesante historia” (pp. 6-7), sino de un amplio universo de líneas de investigación donde convergen dos dimensiones fascinantes: la guerra y la esclavitud; o como diría Manuel Moreno Fraginals (1967), de un amplio universo perteneciente al “riquísimo mundo de cosas intocadas y nunca comentadas” (p. 26). De cualquier modo, los esclavos expropiados, su administración, movilidad y espacios de recepción contornearon con sus particularidades aquel paisaje donde habrían de dialogar distintas racionalidades, allí donde convergieron en la cotidianidad multiplicidades de intereses y estrategias, ya fueran los del esclavizado o los del esclavista.

			Así pues, queda la invitación extendida.

			✳

		

	
		
			
I. La política del embargo. Diseño jurídico-administrativo

			
Los hombres

			El 16 de marzo de 1869, el Diario de la Marina, en su tirada matutina, publicó un rótulo donde se reclamaba al Gobierno insular la confiscación de las propiedades de los insurgentes cubanos y sus auxiliadores. El producto de los recaudos debía destinarse, por una parte, a la indemnización de los grupos de españoles cuyos ingresos eran afectados por la contienda bélica y, por otra, al presupuesto de gastos militares. El titular era partícipe de una polémica enconada, sostenida por varios rotativos oficialistas de la capital, sobre la jurisprudencia que emanaba del acto de embargar, secuestrar o confiscar los bienes. Las leyes de la Novísima Recopilación vigentes en Cuba, el derecho internacional o las prácticas seguidas en España durante la última guerra civil se encontraban entre los asideros expuestos por La Prensa de La Habana y La Voz de Cuba1 (Zaragoza, 1873).

			A tan solo escasos días de la publicación y en medio del férreo contrapunteo ideológico, Domingo Dulce y Garay, capitán general de la Isla, emitió dos circulares el 1 de abril de 1869. En virtud de esos documentos, el gobernador político de La Habana, Dionisio López Roberts, debía proceder de manera inmediata al embargo de todos los bienes de dieciséis individuos, conspicuos representantes de la Junta Central Republicana de Cuba y Puerto Rico con sede en Nueva York. Un impreso de amplia circulación firmado por el presidente de la agrupación, José Morales Lemus y el secretario José M. Basora había sido, según el general Dulce, el leitmotiv de la rigurosa medida contra los emigrados que convocaban a los más solventes cubanos y puertorriqueños a colaborar con la revolución.2

			Al mismo tiempo, para evitar que los miembros de la Junta eludieran la anterior disposición mediante el traspaso de sus propiedades, el Gobierno adquirió el estatus de fiscalizador de los contratos de ventas de bienes raíces o semovientes, frutos y demás artículos de comercio de exportación, así como el traspaso de acciones de sociedades anónimas y comanditarias.3

			Llama la atención que el decreto de embargo coincidiera en fecha con la proclama del grupo de Morales Lemus. El propio capitán general aclararía la supuesta convergencia: “[…] ellos mismos con ese documento se apresuran a justificar las medidas tomadas ya”.4 La decisión se tramaba en las altas esferas de la política colonial en los días anteriores a la circular, pero lo cierto es que demoró la constitución definitiva del Consejo Administrativo de Bienes Embargados, máximo órgano encargado de regular los embargos. Las resoluciones publicadas en la Gaceta de La Habana los días 15 y 18 de abril, al decir de Dulce, formaban parte de “un sistema” que era indispensable seguir “para acabar de una vez con la insurrección” y que fue definiendo su alcance y organización hasta llegar a la resolución remitida a los gobernadores y tenientes gobernadores el 20 del mismo mes.

			Todos los individuos a quienes pueda probarse haber tomado parte en la insurrección dentro o fuera de la Isla, bien con las armas en la mano, bien auxiliándola con armas, municiones, dinero y artículos de subsistencia, se declaran comprendidos en la circular de 15 del corriente relativa al embargo de los bienes de don José Morales Lemus y otros (Datos y noticias oficiales referentes a los bienes mandados a embargar en la Isla de Cuba por el Gobierno Superior Político, 1870, p. 7).

			Al decir de Justo Zaragoza (1873), secretario del gobierno y del Consejo Administrativo de Bienes Embargados entre abril y noviembre de 1869, la decisión demorada del capitán general se debió a las consultas que previamente realizó al Consejo de Administración de la isla, pues “quería rodearse de todas las garantías de acierto antes de adoptar trascendentales medidas” (p. 369). Síntoma inequívoco de la celeridad con que se manipulaba el asunto de los embargos, al margen de disquisiciones legales, lo es la orden reservada del marqués de Castell-Florite a las autoridades locales de las jurisdicciones el día 6.5 La documentación sobre todos aquellos individuos, colaboradores o confesos insurgentes, era el primer indicativo de la estructuración de la compleja red burocrática a cargo del inventariado de las propiedades embargadas.

			Algunos autores, en particular Zoila Lapique y Manuel Moreno Fraginals (2018), afirman que la demora en la promulgación del decreto se debió a los compromisos e intereses compartidos entre el capitán general e importantes representantes del reformismo en el occidente insular.

			Sin desestimar los posibles vínculos, confraternales en algunos casos, lo cierto es que, como si se tratase de una lección política que no daba cabida a “medias tintas”, los actos de embargo no iniciaron por el Oriente insurrecto, sino por integrantes del movimiento liberal en favor de las reformas. Mientras Carlos Manuel de Céspedes y Francisco Vicente Aguilera aparecían en los listados oficiales en los puestos 244 y 245, respectivamente, entre los ocho primeros individuos relacionados en la Gaceta del 16 de abril de 1869 se encontraban José Morales Lemus, Antonio Fernández Bramosio, Néstor Ponce de León y José Manuel Mestre. Inclusive, otros reconocidos reformistas como Agustín Camejo y Juan Terry, quienes junto a Lemus y Bramosio habían conformado la representación insular para las sesiones de la Junta de Información de 1866-1867, figuraban con escaños anteriores a los precursores bayameses. Si examinamos con detenimiento la “Relación General que comprende los individuos mandados embargar desde el día 15 de abril de 1869 hasta el 30 de septiembre de 1870”, resulta evidente que entre las primeras 200 personas enlistadas apenas se encuentra procedencia del oriente cubano.6

			Más allá de las redes de relaciones y de los vínculos políticos entre Dulce y familias criollas de la burguesía industrial-comercial, lo cierto es que en la proclama del día 15 se dejaron reveladas con claridad meridiana las complejidades en las que se debatían las corrientes de pensamiento hispanas e insulares en torno al problema colonial. De manera pública y oficial declaraba que el peligro mayor no provenía de los independentistas levantados en armas contra la metrópoli, sino de los reformistas asidos a los reclamos autonomistas: “Más culpables del crimen de traición son aquellos que con solapada humildad y rastrera hipocresía, demandaron derechos políticos como el único remedio a nuestras discordias, y respondieron, cuando les fueron concedidos, con providencial ingratitud” (Zaragoza, 1873, p. 770).

			¿Por qué declarar como pretexto los planteamientos del grupo de emigrados y no las acciones armadas del movimiento independentista? En el origen del decreto de embargo de los bienes de la directiva de la Junta Central Republicana convergieron un conjunto de factores válidos a tener en cuenta. Más que criterios conclusivos, lo que se impone es presentar algunas ideas en correspondencia con la complejidad del asunto. Retomemos la proclama de Dulce en la Gaceta de La Habana el 15 de abril de 1869:

			Dominada y vencida la insurrección armada, fuerza es, porque así lo reclama la conveniencia de todos, la equidad y la opinión, que la aplicación severa de ciertas leyes seque el manantial en donde buscan y encuentran sus recursos los encubiertos instigadores de esa lucha fratricida.7

			Queda claro que no se pueden descartar del análisis las posibilidades de colaboración material del grupo de emigrados. Pero, ¿esta vía constituía ­—o podía constituir— la principal fuente de recursos para el sustento de la insurgencia? O, de otro modo, ¿el capitán general tenía real convencimiento del compromiso independentista pregonado por los —hasta hace muy poco— representantes de las reformas ultramarinas?

			Llama poderosamente la atención la curiosa demarcación del peligro que anunció Dulce en su proclama. El descrédito público de la fuerza de la revolución pudo presentarse como estrategia para colocar el peso fundamental del conflicto colonial armado fuera de los contornos de la isla. De hecho, como si tratase de allanar el camino de la medida, en su decreto del 24 de marzo alegó que lo que se debía evitar eran los “auxilios de fuera”.8 No era Céspedes, “el incendiario”, el principal peligro, sino quienes lo apoyaban con recursos desde el exterior.

			Existe un enfoque que considero cardinal y que se relaciona con el universo de las ideologías y los contrapunteos de fuerzas políticas. En el escenario que empieza a componerse en la isla a partir de la clarinada del 10 de octubre de 1868, el giro en la política del liberal español no se explica tan solo desde la redefinición en las posturas asumidas por antiguos defensores de la fórmula de tranquila evolución. El juego de posicionamientos es parte integrante de la compleja interacción, los debates y las pugnas de los grupos de presión en la defensa de sus intereses desde mediados de la centuria decimonónica.9

			Alineadas fundamentalmente en un principio en torno al poderoso Comité Español, figuras claves del integrismo se instituyeron en una fuerza capaz de redireccionar, en cierta medida, el tablero de la configuración de la política colonial. Desde esta perspectiva, el acto independentista en Demajagua fue una pieza hábilmente manejada para desvertebrar cualquier movimiento que apuntase contra el statu quo en un contexto favorable al liberalismo en ambos extremos del Atlántico. De un lado, el triunfo de la revolución Septembrina, de otro, el nuevo mandato de Domingo Dulce (enero-mayo de 1869), inaugurado bajo las libertades de reunión, de imprenta y de elección de representantes cubanos para la conformación de las Cortes Constituyentes.10

			En el exhaustivo estudio sobre la Revolución Gloriosa y su repercusión en el mosaico ideológico insular, la historiadora Mercedes García acentúa el año 69 como punto de inflexión para analizar el empoderamiento de la élite integrista habanera en las estructuras coloniales, sobre todo tras los ardides que conducen a la deposición del general Dulce. La fuerza de acción a través de los cuerpos de voluntarios y las gestiones lobbystas de Manuel Calvo Aguirre en el ámbito político de España constituyeron frentes cardinales de una sagaz estrategia de desplazamiento del reformismo liberal en aras de monopolizar los espacios de poder para la defensa de sus intereses en el entramado insular.11 En este contexto de hábiles manejos tampoco pueden descartarse las presiones ejercidas desde y por los medios publicísticos defensores de la integridad hacia la opinión pública.

			No es fortuito que apenas pudiesen avanzar los trabajos de distinguidos miembros del reformismo habanero en el marco de las juntas celebradas en la residencia del marqués de Campo Florido, los días 13 y 18 de enero de 1869. Bajo la presidencia del marqués, los comisionados Juan Francisco Poey y Aloy, Antonio Bachiller y Morales, Domingo Sterling y Francisco de Frías y Jacott, conde de Pozos Dulces, acordaron dos puntos cardinales en la definición del futuro antillano: coalición entre peninsulares e insulares liberales y estructuración de un proyecto de constitución autonómica para Cuba al estilo británico. En particular, llama la atención la actitud de Morales Lemus, entre los comisionados a cargo de promover la coalición con el grupo de peninsulares bajo el objetivo de negociar la salida autonomista para Cuba.12

			Cuatro días después del segundo encuentro se precipitaron en sucesión los conocidos asaltos de cuerpos de voluntarios al teatro Villanueva, el café del Louvre y la residencia de Leonardo del Monte en el palacio de Miguel Aldama. La escalada represiva que prosiguió a estos acontecimientos, de conjunto con la fase ascendente de la insurgencia mambisa, indicaron al gobernante español la hora de poner fin a sus planes de reformas para la Gran Antilla, en particular tras la confrontación sostenida con el director de La Voz de Cuba, Gonzalo Castañón.

			Dejemos que sea el propio Miguel Aldama quien valide este elemento de análisis a partir de un valioso testimonio relativo a los entresijos en que se debatían los múltiples y encontrados intereses políticos. En la primera correspondencia cruzada con su amigo Morales Lemus luego de embarcarse hacia Nueva York, dos semanas después del fracaso de las juntas autonomistas, definió aquellos sucesos como parte de la “revolución antagonista al Gobierno y tanto o más temible para este que la iniciada en Yara”.13

			Envalentonados los voluntarios con las jornadas del 22, 23, y 24 de enero han duplicado sus filas y forman hoy doce o trece mil hombres solo en la Habana que ejercen ya tan terrible presión contra el general Dulce, que esto me esplica (sic) las innumerables prisiones verificadas últimamente, las que más parecen ser ejecutadas con el objeto de calmar la escitacion (sic) de los voluntarios que con el de descubrir quiénes sean los conspiradores […].14

			El acaudalado propietario dejaba al descubierto de un plumazo a los verdaderos artífices:

			Ocurreseme (sic) que los voluntarios armados es la encarnación del partido negrero que se prepara para dar terrible batalla aquí a la revolución de España que intenta la abolición de la esclavitud, y que en esta lucha harán un esfuerzo supremo y que si triunfan, no solo sostendrán la esclavitud por un tiempo indefinido sino que hasta las libertades que el Gobierno Provisional, haya querido dar a Cuba, perecerán en la contienda y a los que las hemos anhelado, no nos quedará otro recurso que dijerir (sic) por mucho tiempo el pan de la emigración.15

			Lo que no sospechaba Aldama era que los encarcelamientos referidos en su carta constituían el iceberg de una política represiva cuyo cenit fueron los decretos de embargo de bienes. Partícipe de su estrategia de desplazamiento, la élite peninsular no solo amparó las demandas públicas del secuestro de propiedades, sino también jugó un papel cardinal en su administración.

			Pero veamos también las impresiones de un espectador de aquellos sucesos sobre la campaña desplegada por La Voz de Cuba para confiscar los bienes:

			Los Voluntarios decían, por su parte, que se les había ofrecido recompensarlos con bienes de los insurrectos; cada cual contaba con su par de emancipados, nada menos; los jefes con pingües administraciones y todo el partido intransigente con una veta inagotable de riquezas y de venganzas. ¡Que dicha! […] Más tarde servirá al capital para otra cosa.

			[…] indispensable nos es declarar que las predicaciones de La Voz de Cuba, inspiradas en su mayor parte por los partidos reaccionario y negrero, han influido mucho en los males que hoy deploramos (Betancourt, 1870, pp. 59 y 66).

			Desde esta perspectiva de análisis, pudiera ser comprensible que las incautaciones hayan dado inicio por representantes claves del reformismo habanero, cuestión esta apenas sugerida por algunos historiadores. Ciertamente, como afirmara el investigador Alfonso Quiroz (1998):

			La profusión de expropiaciones desaforadas y por extenso ha sido achacada a los voluntarios deseosos de venganza y a las autoridades españolas con ansias de recompensa por ayudar a mantener Cuba bajo dominio español, o simplemente, a la avaricia. Sin embargo, la política de expropiaciones no ha sido analizada suficientemente como un arma útil para eliminar la influencia social y económica de los criollos en asuntos de gobierno y de reforma colonial (p. 260).16

			En un contexto donde el poder gubernativo de Domingo Dulce se encontraba resquebrajado y en descrédito, tal concesión oficial, por una parte, buscaba restarle importancia al movimiento independentista en el interior de la colonia, al tiempo que propendía a la conciliación para mantener su mandato a flote frente a las fuertes presiones integristas. Con razón Dulce, al responderle a su “estimado amigo” Miguel Aldama —alarmado por el asalto de algunos voluntarios a su morada habanera—, luego de reprochar el acto vandálico y “sin justificación”, se disculpaba, pues “no siempre está en manos de la autoridad el evitarlo”.17 En estos términos, Aldama planteó la magnitud de los retos a los que se exponía el capitán general en la correspondencia a Lemus antes citada:

			Dulce pues tiene que luchar con la revolución de Yara y con la actitud tomada por los voluntarios. Cómo podrá él manejarse en tal terrible situación? Cómo podrá el país salvarse de las consecuencias de una u otra? La situación es pues muy crítica y el porvenir tan oscuro que hasta cierto punto está justificada la inmensa emigración que está despoblando nuestras ciudades; haya un acontecimiento más y equivaldrá a dar el grito de: sálvese el que pueda, pues tal es el terror que dicen que predomina en nuestras poblaciones.18

			Posterior a la orden de expropiación de Morales Lemus y el resto de los firmantes de la famosa proclama, el siguiente paso del capitán general fue la constitución del Consejo Administrativo de Bienes Embargados el 17 de abril de 1869. La articulación de la nómina de las instituciones rectoras es tal vez el mejor medidor de los tipos de intereses congregados en torno a la administración de las propiedades durante el decurso de la década bélica.

			En calidad de representante de la política oficial, el marqués de Castell-Florite instituyó como presidente del Consejo a Dionisio López Roberts, gobernador político de La Habana, quien se asesoraba en sus funciones de nueve vocales. Juan Atilano Colomé, Mamerto Pulido, Segundo Rigal, José Antonio Cabarga y Bonifacio Blesa Jiménez demarcaron la representación mayoritaria del Comité Español, el Casino Español de La Habana, así como la plana mayor de los cuerpos de voluntarios.19

			Al tiempo que se situaban en el Consejo algunas figuras capitales del integrismo, fueron reservados dos escaños para quienes supieron reorientar sus posturas abiertamente autonomistas en la medida en que la guerra afirmaba su sesgo radical. Se trataba del conde de Pozos Dulces, otrora redactor de El Siglo, y del próspero plantador Juan Poey, quienes asumieron responsabilidades en la institución ejecutora de los embargos a muchos de sus antiguos socios políticos, acusados ahora de infidentes. Los mismos que cerraron filas para exponer sus demandas en la Junta Informativa, siendo notoria, en este caso, la participación de Pozos Dulces en la redacción del proyecto de organización política cuyo articulado 11.° proscribía la pena de confiscación de bienes. Es válido aclarar que el conde permaneció unos meses en el Consejo Administrativo, pues emigró hacia Francia a fines de diciembre de 1869.20

			La incorporación paulatina, sobre todo de peninsulares, dio término con otro grupo de 11 vocales integrados en mayo de 1870 como parte del complejo proceso de articulación institucional que distinguió la actividad del intendente general de Hacienda José Emilio de Santos, vicepresidente del Consejo desde mediados de agosto de 1869. En la curiosa composición destacan nombres claves del entretejido político-social insular. Títulos nobiliarios como el conde de Lombillo y el conde de San Fernando se dieron cita; a la par, se sumaron hombres del Comité como Nicolás Martínez Valdivieso y veteranos del reformismo criollo al estilo del marqués de Campo Florido.21

			No será hasta mediados de 1872 cuando emerjan a la palestra pública las poderosas figuras de Julián de Zulueta y Amondo, Ramón Herrera y Francisco Feliciano Ibáñez, asociadas a la Junta de la Deuda del Tesoro, que estará a cargo de la administración de los patrimonios desde el mes de agosto y, como práctica instituida, del arrendamiento de las unidades productivas.22

			Impresionante la movilidad de la mayoría de estas figuras entre los circuitos decisorios de la vida económica hacia los albores de la década del setenta en la isla. Baste consultar los documentos emitidos por la Junta de la Deuda y la Junta de Recursos23 a raíz de la convocatoria del intendente general de Hacienda Mariano Cancio Villaamil (agosto de 1872-diciembre de 1874) para el examen de la crisis monetaria insular entre abril de 1873 y enero de 1874.24 Saltan a la vista en las sesiones de trabajo los criterios de Juan Atilano Colomé, ahora asociado a la Junta de Recursos, junto al marqués de Campo Florido, Rafael Rodríguez Torices, Julián Álvarez y Nicolás Martínez Valdivieso. Otros exmiembros del Consejo Administrativo como Vicente Galarza, Mamerto Pulido, Segundo Rigal y José Eugenio Moré asomaban entonces en la nómina de la Junta de la Deuda junto al marqués de Almendares. Resulta evidente que en la representación de estos grupos figurasen hombres bien anclados en la urdimbre política de la isla, algunos con responsabilidades en las secciones de Hacienda y de Gobierno del Consejo de Administración, así como en el ayuntamiento habanero, durante distintos momentos del decenio bélico.25

			Amén de las tendencias ideológicas o los tipos de vinculación con las esferas de poder, la relevancia del asunto se advierte en la comunidad de intereses económicos de estos grupos sociales. En sus análisis reveladores sobre la composición de la denominada burguesía esclavista a lo largo de la centuria decimonónica, los historiadores María del Carmen Barcia Zequeira (1987), Alejandro García y Oscar Zanetti (1987) parten de asumir el complejo proceso de interacción donde los capitales se expanden, indistintamente, hacia las esferas productiva, comercial y financiera.26 Lo que Juan Pérez de la Riva (1965) llamara en un ensayo precursor “doble movimiento de integración y concentración” (p. 96), al referirse al nuevo tipo de hacendado capitalista con la suficiente acumulación para ser su propio refaccionista y dictar condiciones al importador.

			Sin dudas, al interior de las instituciones responsables del manejo de los bienes embargados se nuclearon representantes del poderoso estrato que, a la altura de la década del sesenta, constituía la vanguardia de la industrialización azucarera. Con fortunas asentadas sobre el ámbito comercial, peninsulares como Julián de Zulueta, Nicolás Martínez Valdivieso y el colombiano José Eugenio Moré, así como los criollos Joaquín Pedroso y Juan Poey, poseían varios de los ingenios mecanizados existentes en el país. Entre ellos destacaba Poey, al decir del historiador Manuel Moreno Fraginals (1978), el “sacarócrata de más sentido burgués moderno en el siglo XIX” (III, p. 249).27 Su sólida preparación técnica y el hecho de poseer uno de los ingenios modelos de su época, validaron la designación como consejero de refacción durante la actividad del Consejo Administrativo de Bienes Embargados.

			No es de extrañar entonces que los proyectos inversionistas alcancen el negocio de los ferrocarriles. Sus nombres quedarán registrados entre los socios más activos al integrar las juntas directivas de compañías como Camino de Hierro de La Habana, Ferrocarril de Cárdenas y Júcaro, Ferrocarril de Sagua, Ferrocarril del Oeste y Ferrocarril de Marianao.28

			Por otra parte, figuraban acaudalados españoles con importantes casas de comercio en La Habana, como Rafael Rodríguez Torices, Segundo Rigal, Ramón Herrera, Francisco Feliciano Ibáñez y Mamerto Pulido; algunos de estos, ávidos por penetrar el universo de la plantación en calidad de propietarios.29 De hecho, Rigal, Ibáñez y Pulido integraban la junta directiva de la Asociación de Hacendados y Propietarios de esclavos que dirigía Julián de Zulueta desde su creación en 1873.30

			¿Hasta qué punto podemos hablar de la consolidación de algunos patrimonios peninsulares durante la guerra? A todas luces, la política de embargo brindó márgenes de maniobras que fueron hábilmente utilizados por quienes supieron convertir sus asientos concejales en otro negocio lucrativo con miras de largo alcance en el desarrollo capitalista del país.

			De vuelta a los análisis de Quiroz acerca de los manejos de sectores peninsulares con vistas al empoderamiento económico, obras claves de la historiografía cubana apuntan la tesis del impacto del embargo de bienes en el proceso de concentración y centralización de la industria azucarera, así como el desplazamiento de un grupo de la burguesía esclavista industrial-comercial insular por el sector peninsular.31 Se trata de un tema aún por dilucidar que exige el estudio detenido y profundo, cuyas implicaciones en los ámbitos económico, político y social de la historia de la isla rebasan los marcos temporales de la Guerra Grande.
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